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1. INTRODUCCION 

 

Existen dificultades continuas a la hora de llevarse a cabo un proceso electoral, pues 

en ocasiones se presentan circunstancias en los Municipios, Departamentos, o en el país, 

según el caso, que generan desconfianza en los participantes, electores y elegidos, forjando 

un sinsabor y una creencia de corrupción ineludible. 

Dentro de este tema a tratar, interesante por cierto, se enfocará el interés 

especialmente en la función del clavero, la cual en Colombia ha sido asignada a la rama 

judicial, más específicamente en los jueces de la República. 

La responsabilidad asignada a los jueces de la república es tan grande, que al final 

del asunto puede decirse que es la garantía de un trabajo que entraña la intención del 

ciudadano y volumen de participación, donde los electores determinan su interés político. 

No obstante lo anterior, los jueces en su labor de claveros, han sido seriamente 

señalados, en el entendido que en momentos de ardua disputa en el conteo de votos en las 

contiendas electorales, salen y relucen serios reparos, en algunas ocasiones con razones de 

valor. 

Así las cosas, pareciera en ocasiones que se está menospreciando la importancia que 

reviste la función que realiza el Juez de la república, como aparente garante de una 

organización electoral, desconociendo efectos, y consecuencias de tan determinante 

función, que si bien la actividad, generalmente se desarrolló con absoluta normalidad, 

cuando por los fenómenos de indiscutibilidad de los resultados, por acentuadas 

preferencias, marcan la diferencia en la actividad del escrutinio, este casi que podría perder 
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relevancia, pero contrario a ello, cuando la contienda entre los aspirantes se torna reñida 

con cierto nivel de disputa, la actividad escrutadora debe realizarse con detenimiento y 

cuidado, y hasta qué punto, dicha función se ha realizado con el debido celo y 

responsabilidad por parte de los funcionarios nombrados para el cumplimiento de dicho 

ejercicio. 
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

En Colombia, la organización electoral es conocida como el conjunto de las entidades 

que por disposición de la Constitución Política tienen a su cargo, la organización de las 

elecciones, su dirección y vigilancia, así como todo lo relativo a la identidad de las 

personas. (Título IX: De las Elecciones y de la Organización Electoral, Constitución 

Política). 

Ahora bien, según Rodríguez (2005), las normas sobre organización electoral están 

contenidas en el Decreto Ley 2241 de 1986, por el cual se adopta el Código Electoral en el 

país (reformado por las Leyes 62 de 1988 y 6 de 1990), así como por el Decreto Ley 1010 

de 2000, el último de los cuales establece la estructura interna de la Registraduría Nacional 

del Estado Civil. Adicionalmente, mediante el Decreto 2390 de 2003, modificado por el 

Decreto 1465 de 2007, se creó la Comisión para la Coordinación y Seguimiento a los 

Procesos Electorales, la cual tiene por objeto: “contribuir al cumplimiento de las garantías 

electorales y  salvaguardar los derechos y deberes de los partidos y movimientos políticos” 

(Rodríguez, 2005, p. 184). 

En consecuencia nos dispondremos a determinar, la función y la eficacia del Código 

Contencioso Administrativo a la organización electoral, tenemos entendido que según el 

código Contenciosos Administrativo ( Decreto 01 de 1984),la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo se encarga de juzgar las controversias originales en actos y 

hechos administrativos de las entidades públicas y de las privada; siempre y cuando, estas 

cumplan funciones públicas, excepto cuando se trate de controversias sobre providencias 
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dictadas en juicios de policía de carácter penal o civil. Para resumir, se trata de la 

jurisdicción que conoce de los temas que involucran a las entidades y organismos de la 

Rama ejecutiva del poder Público en Colombia. Adicionalmente, cabe resaltar que esta 

jurisdicción, está integrada por el Consejo de Estado, los tribunales administrativos y los 

jueces administrativos. 

   Ya entrando en la problemática a la cual pretendemos dar respuesta, se tiene 

conocimiento de que existen dificultades continuas en nuestro país, a la hora de llevarse a 

cabo un proceso electoral, pues en ocasiones se presentan circunstancias en los Municipios, 

Departamentos, o en el País, según el caso, que generan desconfianza en los participantes 

electores y elegidos, forjando un sinsabor y una creencia de corrupción ineludible. 

Así que a sabiendas que, dentro del tema a tratar, interesante por cierto, se enfocará 

el interés especialmente en la función del clavero, la cual en Colombia ha sido asignada al 

a la rama judicial, más específicamente en los jueces de la República. 

La responsabilidad asignada a los jueces de la república es tan grande, que al final 

del asunto puede decirse que es la garantía de un trabajo que entraña la intención del 

ciudadano y volumen de participación, donde los electores determinan su interés político. 

No obstante lo anterior, los jueces en su labor de claveros, han sido seriamente 

señalados, en el entendido de que en momentos de ardua disputa en el conteo de votos en 

las contiendas electorales, salen y relucen serios reparos, en algunas ocasiones con razones 

de valor. 

Además, se hace importante conocer que según la revista semana, en su artículo 

titulado  “Políticos corruptos son la principal amenaza para las elecciones”, en este 
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artículo se hace entrever que  para las elecciones de congreso, Colombia tuvo 260 

municipios en alto riesgo, según la MOE. El conflicto ya no es el principal factor de riesgo 

de las elecciones en nuestro país. Por eso una de las recomendaciones que la MOE hace al 

Gobierno es concentrar sus esfuerzos en el fraude electoral, más allá de los factores de 

inseguridad que puedan alterar el ejercicio democrático.  

“Las elecciones en Colombia no necesitan más fuerza pública, sino, por el contrario, 

más jueces, mejores fiscales y autoridades de control capaces para prevenir y 

castigar el fraude electoral. Cada vez más estamos mejor blindados contra los 

ilegales, pero desprotegidos frente a los políticos corruptos”, señala la MOE.  

Con respecto a comicios pasados, la MOE aseguró que para las elecciones del 2014 

el riesgo electoral aumento. Por ejemplo, el número de municipios en riesgo para 

las elecciones de Senado se incrementó en 38 %, pasando de 291 municipios en 

riesgo en el 2010 a 410 municipios en el 2014. Mientras que para las elecciones de 

Cámara se refleja un leve descenso del 5 %, al pasar de 407 municipios en el 2010 

a 386 municipios en riesgo.”  

El proceso electoral colombiano cada vez ofrece mejores garantías de seguridad 

tanto para los candidatos como para los electores, pero se ha quedado corto en 

obstaculizar las maniobras ilegales que algunos candidatos realizan para obtener 

mejores resultados. Las atipicidades en la participación electoral, la posible 

manipulación de votos nulos y tarjetones no marcados y las votaciones atípicas han 

crecido elección tras elección a lo largo de todo el país; actualmente el principal 

factor de riesgo no son los grupos ilegales sino los políticos que con prácticas 
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ilegales ganan las elecciones”, concluye la MOE. (Revista semana, 2014, Elecciones 

2014). 

Así las cosas, pareciera en ocasiones que se está menospreciando la importancia que 

reviste la función que realiza el Juez de la república, como aparente garante de una 

organización electoral, desconociendo efectos, y consecuencias de tan determinante 

función, que si bien la actividad, generalmente se desarrolló con absoluta normalidad, 

cuando por los fenómenos de indiscutibilidad de los resultados, por acentuadas 

preferencias, marcan la diferencia en  la actividad del escrutinio, este casi que podría perder 

relevancia, pero contrario a ello, cuando la contienda entre los aspirantes se torna reñida 

con cierto nivel de disputa, la actividad escrutadora debe realizarse con detenimiento y 

cuidado; de allí que, nazca la interrogante de hasta qué punto, dicha función se ha realizado 

con el debido celo y responsabilidad por parte de los funcionarios nombrados para el 

cumplimiento de dicho ejercicio durante los años comprendidos entre 2010 al 2014. 

En resumidas cuentas con el presente proyecto de investigación, se pretende 

demarcar las cualidades y los aspectos generales de las funciones ejercidas por la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, tratando de evidenciar las falencias que tiene 

el sistema electoral al encomendarle ciertas funciones a los funcionarios que están 

vinculados a dicha jurisdicción, así como la eventual necesidad de la creación de un Juez 

que sintetice sus funciones únicamente al sistema electoral. 

 

Ahora bien, cabe resaltar que la entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2011 trajo 

innovaciones a la jurisdicción del Contencioso Electoral, aunque aún presenta algunas  

falencias como es el caso de la oralidad que en otros países es nulo o se ha derogado. 



A n á l i s i s  d e l  p a p e l  d e  l a  J u r i s d i c c i ó n  d e  l o  C o n t e n c i o s o  | 11 

 

De acuerdo a lo anterior, se hace el planteamiento del problema, el cual corresponde 

al siguiente cuestionamiento: 

 

2.1 Formulación de la Pregunta: 

 

¿Cuál es la eficacia de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en Colombia 

dentro del proceso electoral durante el periodo 2010-2014? 
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3. HIPOTESIS 

 

Se denota del estudio del tema en cuestión que las autoridades electorales no se han 

detenido a realizar un trabajo consiente que permita tratar de identificar las falencias, 

dificultades, y posibles soluciones en un proceso electoral, aunque este ya tuvo cambios 

por la Ley 1437 de 2011 aún se conservan algunas falencias. 

 

De allí que sea  necesario fijar la atención en una jurisdicción electoral especializada 

siempre y cuando el número de demandas lo amerite. 

 

Si hay en Colombia un poco de arbitrariedad en el derecho electoral, por lo cual 

importante reflexionar respecto a la metodología y técnica jurídica que le impide a las 

personas acceder a la justicia electoral para debatir y discernir a quien realmente le 

corresponde ser nombrado electo para un cargo de elección popular. 

 

No hay en Colombia  arbitrariedad en el derecho electoral, por lo cual no es necesario 

reflexionar respecto a la metodología y técnica jurídica que les impide a las personas 

acceder a la justicia electoral para debatir y discernir a quien realmente le corresponde ser 

nombrado electo para un cargo de elección popular. 
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4. JUSTIFICACION 

 

 

En Colombia, el Derecho Electoral tiene la concurrencia del Juez Administrativo, 

quien actúa como autoridad, asimismo, actúa como garante en el entendido que es él quien 

protege el derecho a elegir y ser elegido, mediante un conjunto de garantías a los 

participantes, a efecto de impedir que  pueda vulnerarse la voluntad  popular, 

contribuyendo a asegurar la constitucionalidad y/o legalidad, certeza, objetividad, 

imparcialidad, autenticidad, transparencia y, en general justicia de los comicios. 

 

Actualmente, la Justicia Contenciosa Administrativa conoce lo inherente  al derecho 

electoral, además de los de su competencia, lo cual no le permite desempeñar un rol como 

Juez en los comicios, por tanto, sería pertinente decir que es necesario que exista un juez 

especializado en la materia, encargado de realizar la  verificación  contundente del medio 

probatorio que se aporta  en un proceso,  toda vez que difícilmente puede tomarse el tiempo 

suficiente  para  demostrar con certeza absoluta cual es la razón suficiente que justifique  

una postura en su sentencia. Lo anterior para que se evidencie una justicia electoral, con 

sus elementos inherentes los cuales son: transparencia, equidad, eficiencia y efectividad. 

 

Para resumir,  el presente proyecto de investigación, procura demarcar las cualidades 

y los aspectos generales de las funciones ejercidas por la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, tratando de evidenciar  así las falencias que tiene el sistema electoral al 

encomendarle ciertas funciones a los funcionarios que están vinculados a dicha 



A n á l i s i s  d e l  p a p e l  d e  l a  J u r i s d i c c i ó n  d e  l o  C o n t e n c i o s o  | 14 

jurisdicción, así como la eventual necesidad de la creación de un Juez que sintetice sus 

funciones únicamente al sistema electoral. 

Por otro lado este aporte investigativo beneficia a la rama del derecho, a futuros 

estudiantes del derecho como un referente investigativo en el cual encontraran respuesta a 

una interrogante que es casi inevitable para la población Colombiana, que pese a su 

violencia y conflictos diarios pretenden vivir en una Colombia democrática, justamente 

gobernada,  y en general este será un buen aporte para población Colombiana en general 

en respuesta de la función de la jurisdicción de lo contencioso administrativo en el proceso 

electoral. 
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5. OBJETIVO 

 

5.1 Objetivo General 

 

Determinar eficacia de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en Colombia 

dentro del proceso electoral durante el periodo 2010-2014. 

 

5.2 Objetivos Específicos 

 Identificar la relevancia de la Jurisdicción de la jurisdicción  Contencioso 

Administrativa en el proceso electoral 

 Examinar el proceso electoral colombiano durante el periodo 2010-2014 

 Identificar  los cambios propuestos por la Ley 1437 de 2011 respecto a la participación 

de lo Contencioso Administrativo en el proceso electoral en Colombia. 
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6. MARCO REFERENCIAL 

 

6.1 Estado de Arte 

 

Ahora bien, se tiene como referente investigativo  el artículo titulado “ Proceso 

Electoral” elaborado por la Presidenta de la Sección Quinta del Consejo de Estado Susana 

Buitrago Valencia, en el cual se trata el tema del proceso electoral conforme al control 

judicial que cualquier ciudadano puede ejercer sobre el acto administrativo que declara una 

elección o efectúa un nombramiento, promoviendo así la iniciación  del proceso de nulidad 

electoral o contencioso electoral, que corresponde al mecanismo de acceso a la justicia por 

el cual se garantiza el derecho humano a participar en el control del poder público.  

 

En el artículo de semana denominado “Políticos corruptos son la principal amenaza 

para las elecciones”  autor revista semana, sección elecciones 2014. De este artículo 

citamos la opinión del MOE respecto a la corrupción en Colombia en el ámbito electoral, 

por lo cual se nos hace prudente citar lo siguiente: 

“sinembargo, la investigación de la MOE advierte que la influencia de ilegales ha 

dejado de ser el principal factor de riesgo para las elecciones. En cambio, las 

maniobras fraudulentas por parte de actores políticos legales son la principal amenaza 

en las elecciones, al punto de que el 37 % de los municipios del país está en riesgo por 

posible fraude electoral.   

  

“Los armados y los ilegales no son los principales generadores de riesgo. De hecho, 

son los políticos los que en el territorio están generando la mayor cantidad de riesgos 
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electorales. La capacidad de intimidación, coerción e influencia electoral por parte de 

actores ilegales en el territorio se ha venido reduciendo, mientras que el riesgo por 

fraude electoral asociado a los políticos ha venido aumentando”, dice la MOE al 

revelar los resultados de su estudio para el próximo debate electoral.” (Revista 

Semana, 2014, Sección Elecciones 2014). 

 

Ahora bien, según  Castagnet Lacuesta, (2004),  en su trabajo premiado en el tercer 

Congreso de la salud mental y los derechos humanos, titulado “ La toma de decisiones en 

organizaciones participativas”  en este trabajo, lo que pretendió la autora es dar a conocer 

qué características adoptan los procesos decisorios colectivos en la época actual, lo cual 

consiguió abordándolos desde el análisis de las organizaciones y centrándose en un tipo 

particular de organizaciones que llamó participativas.  

 

Castagnet, (2004), definido participativas como: 

 

“aquellas organizaciones cuya estructura está diseñada con vistas a asegurar la más 

amplia participación de sus integrantes en la toma de decisiones, y en las que ésta se 

constituye no sólo como medio sino también como fin o como valor. Considero a las 

mismas como espacios de construcción de salud mental y promoción de derechos 

humanos.” (Castagnet Lacuesta, 2004, http://www.topia.com.ar/articulos/la-toma-de-

decisiones-en-organizaciones-participativas). 

 

Así también le dio una definición desde el imaginario político, la Dra, Castagnet, el 

cual fue el siguiente: 
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“El imaginario político del Estado moderno se define, de acuerdo con Castoriadis1, 

por: sistemas políticos basados en la representación, considerando la democracia 

directa como imposible desde el punto de vista empírico; profesionalización de la 

política, donde la ley es fabricada y aplicada por especialistas y desconocida para 

el común de los ciudadanos, Estado centralizado, burocrático y omnipotente, 

separado de la sociedad y dominándola, visualizado como ajeno; separación de 

poderes como forma de ocultar el poder del gobierno y el poder de los partidos.” 

(Castagnet Lacuesta, 2004). 

 

 

Por otro lado, Luhman (1997),  en su  obra  “Organización y Decisión” asume una 

perspectiva en la que trata la racionalización y democratización como exigencias actuales 

que afrontan las organizaciones. Según el autor, la racionalización, “está referida a la 

"dimensión real" de las decisiones.  

 

Así también, Luhman dice que:  

 

“La adopción de decisiones es una exigencia, y éstas deben tener una justificación de 

acuerdo a criterios racionales. Esto aumenta la complejidad de la organización, por 

tanto "la racionalización es un proceso de crecimiento". Y que el crecimiento crea 

también un aumento de los problemas de decisión, los que se resuelven por ejemplo 

mediante la rutinización de las decisiones. La racionalización significa también "un 

crecimiento desequilibrado en dirección a procesos de decisión rutinizables". En 

definitiva "la racionalización produce problemas de estructura que no son 

racionalizados al mismo tiempo". 

 

6.2 Marco Histórico 

                                                           
1 CASTORIADIS, Cornelius (1997). El avance de la insignificancia. Bs. As.: Editorial Universitaria de Buenos 
Aires. 
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Dentro de los antecedentes que contiene el derecho electoral en Colombia, se 

considera la forma como ha sido ejercido de manera ininterrumpida desde que se formó 

nuestro país, como una Nación independiente en 1830, hecho que al compararlo con los 

demás países de Latinoamérica, se destaca, por encima de las demás Naciones 

circunvecinas, a pesar, de las continuas guerras civiles que sufrió nuestro país.  

Cuando concluyo la guerra para la independencia de Colombia, este no contaba con 

un proceso electoral que le permitiera a los Colombianos ejercer el derecho al sufragio; no 

obstante, este país  tuvo la facultad de irse organizando institucionalmente2. 

 

Con la separación de Venezuela y Ecuador, vino la constitución de 1832 que le 

permitió a este país establecerse como nación para determinar quién podría ejercer 

actividades electorales; para esta época los esclavos que constituían una mayoría, no fueron 

considerados como seres ciudadanos, por lo tanto, no se les permitió ejercer el voto 

popular, pues necesariamente se les exigía cumplir con 21 años de edad, ser casados y 

poseer propiedades, y para aquella época, a los esclavos se les limitaba este derecho. 

 

Con la Constitución de 1843, continuo la nación en esclavitud, y declaraba como 

ciudadanos, únicamente  los hombres libres nacidos en el territorio colombiano, pero tan 

solo le concedió el derecho a participar en los procesos electorales, a aquellos hombres 

libres y mayores de 21 años de edad,  que tuviesen bienes raíces ubicados en el territorio 

                                                           
2 IIDH/CAPEL. (1988). Elecciones y democracia en América Latina. Memoria del I Curso Anual de Elecciones. 

Primera Edición. Instituto Interamericano de Derechos Humanos. Costa Rica. 

 



A n á l i s i s  d e l  p a p e l  d e  l a  J u r i s d i c c i ó n  d e  l o  C o n t e n c i o s o  | 20 

Nacional y cuyo valor superara los 300 pesos, o que tuviesen una renta anual, no menor de 

50 pesos. 

 

Solo el cinco por ciento (5%) de los hombres ejercían el derecho al voto, y el otro 

noventa y cinco por ciento (95%), no participativa por razones culturales económicas, o de 

ciudadanía. 

 

En 1853 se abolió la esclavitud en todo el territorio Colombiano, y se declaran 

ciudadanos y con derecho al voto, todos los hombres que fueran nacidos en el territorio, 

casados, y con más de 21 años de edad, también se promulgo la votación popular para los 

cargos públicos de mayor importancia, entre los cuales se encontraba: presidente, 

vicepresidente de la república, a los magistrados de la corte suprema de justicia, al 

procurador general de la Nación, a los gobernadores senadores y representantes. 

 

De tal suerte, que en 1856, hubo por primera vez en elección popular, un presidente 

de la República, el vencedor para aquella época fue el conservador MARIANO OSPINA 

RODRIGUEZ. 

 

En 1958 se mantuvo el derecho al sufragio para los hombres nacidos en el territorio 

Nacional que tuviesen más de 21 años, que estuviesen o hubiesen estado casados. Con la 

creación de los estados federales de 1859 a 1861 el ejercicio electoral se vio truncado por 

la guerra civil, la cual introdujo una nueva constitución y le daba la autoridad al estado 

federal para establecer sus propias leyes. 



A n á l i s i s  d e l  p a p e l  d e  l a  J u r i s d i c c i ó n  d e  l o  C o n t e n c i o s o  | 21 

En 1886 marco la gran diferencia para la historia electoral colombiana, con la 

redacción de una nueva constitución, enmarcada dentro de un esquema conservador y 

centralista. 

 

Esta constitución declaro como ciudadanos hombres colombianos mayores de 21 

años, que tuviesen una ocupación, profesión u oficio licito y legitimo para sobrevivir, 

aunque esto no era suficiente, porque además debían demostrar que sabían leer escribir, y 

tener ingresos anuales de más de 500 pesos, o propiedades cuyo costo debía ser superior a 

1.500 pesos. 

 

En 1910, se reforma nuevamente la constitución y se le permite elegir al presidente 

de la república por todas aquellas personas que eran consideradas ciudadanos. 

 

En 1936 se declara el sufragio universal para todos los hombres, pero se mantiene la 

elección indirecta de senadores hasta 1945. 

 

En 1957 se cobija con el derecho al sufragio Universal a todos los hombres y mujeres 

mayores de 21 años,  en 1975 se reforma como mayoría de edad para ejercer el derecho al 

sufragio los 18 años”3. 

 

6.3 Marco Conceptual 

 

                                                           
3 Pag. Web Registraduría Nacional del Estado civil - Colombia 
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Sistema Electoral  

 

El sistema electoral se define como el conjunto de elementos normativos que regulan 

la elección de representantes o de personas para cargos públicos y, en un sentido estricto, 

como el conjunto de normas que tienen una incidencia directa en la mediación entre votos 

y escaños u otros cargos públicos, es decir, aquellos que a igual número de sufragios 

populares son capaces de producir resultados diversos en términos de representación. Son, 

por tanto, las líneas básicas de conversión que toda ley electoral realiza entre sufragios y 

representación y, como tales, las de mayor contenido político. Son, en definitiva, las 

decisiones centrales que todo legislador debe adoptar al momento de redactar una ley 

electoral.4  

 

Elementos esenciales del Sistema Electoral 

 

 La circunscripción electoral, entendida como la unidad geográfica para la 

conversión de los sufragios en escaños. 

 La fórmula electoral o procedimiento matemático de conversión de los 

sufragios en escaños. 

 La previsión o no de una barrera electoral, es decir, de un porcentaje mínimo 

de sufragios para que las candidaturas puedan participar en el recuento de escaños. 

                                                           
4 Vid Panorama General 

http://aceproject.org/ace-es/topics/lf/es10
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 La forma de expresión del voto, que hace referencia a la capacidad del elector 

y, correlativamente, la de los partidos o grupos políticos que promueven candidaturas 

para determinar qué personas en concreto ocuparán los cargos en litigio. 

Demandas Electorales 

 

Las demandas electorales, tienen como fin que se declare la nulidad de aquellos 

vicios en las calidades, requisitos e inhabilidades del elegido o nombrado, que se funden 

en irregularidades en el proceso de votación y en los escrutinios, el competente para este 

tipo de procesos es la jurisdicción Administrativa. 

 

En los términos para fallar en los procesos electorales, de competencia del concejo 

de estado y de los tribunales Administrativos el ponente deberá redactar el proyecto de 

sentencia dentro de los veinte días siguientes a la fecha en que se haya ingresado el 

expediente para fallo, y en este momento deberá proferirse dentro de los términos 

improrrogable de treinta días contados desde la fecha en que se registró el proyecto. En los 

Juzgados Administrativos el Término para proferir sentencia será de veinte días siguientes 

a la fecha que el expediente haya ingresado al despacho. 

 

Actualmente, la Justicia Contenciosa Administrativa tiene a su cargo  todo lo 

concerniente al derecho electoral, además todo tipo de proceso contencioso administrativo, 

que adicional a esto, se suman las tutelas, habeas corpus; en fin, el cumulo de trabajo 

contenido para un Juez Administrativo,  no le permite desempeñar  un rol como Juez 

Electoral. 



A n á l i s i s  d e l  p a p e l  d e  l a  J u r i s d i c c i ó n  d e  l o  C o n t e n c i o s o  | 24 

 

Siendo  el derecho electoral un proceso especial, requiere  así mismo de jueces 

especializados en la materia, encargados de realizar la  verificación  contundente del medio 

probatorio  que se aporta  en un proceso,  que  aunque   por demás puede ser dispendioso, 

debe permitir  el resultado de conformidad a las pruebas  debidamente confrontadas. 

 

Actualmente, mientras  existen tantos otros procesos que resolver en el mismo  

despacho en indistintas materias,  difícilmente el Juez, puede tomarse el tiempo suficiente  

para  demostrar con certeza absoluta cual es la razón suficiente que justifique  una postura 

en su sentencia; en todo caso, queda la sensación  que esta haya contenido una razón 

objetiva suficiente,  para  procurar  a través de la justicia electoral,  todos los elementos de  

transparencia, equidad y eficiencia y efectividad. 

 

Estos elementos de eficiencia  y efectividad, puede  ser controvertidos con solo 

examinar  el cúmulo de trabajo contenido en los despachos, sumado a ello, la falta de 

recurso humano suficiente, y por ende con los deficientes recursos humanos y  técnicos, 

para disponer  la verificación de pruebas, que requieren  en ocasiones que el despacho se 

traslade en la práctica de inspecciones judiciales, efectuar verificación de los  tarjetones 

electorales. 

 

6.4 Marco Teórico 
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La jurisdicción contencioso administrativa, a través del juez administrativo, ejerce un 

papel de asistente político, jurídico, económico, social y humano, esto es, cumple una 

función coparticipe de la organización, control y vigilancia de la organización electoral 

específicamente en la etapa denominada escrutinio electoral, y en la jurisdicción electoral. 

Lo anterior, no ha sido reconocido por parte de las autoridades electorales, esto es, el 

consejo electoral, al dejar de brindarle los elementos y herramientas suficientes para 

desempeñar a cabalidad estas funciones; solo basta con hacer un recorrido bibliográfico, 

para demostrar que no existen documentos suficientes e idóneos que le permita al juez, 

adquirir mayores conocimientos. 

 

6.4.1 Protagonismo De La Jurisdicción Contencioso Administrativa En El Proceso 

Electoral. 

Es claro que la jurisdicción contenciosa administrativa tiene una función importante 

en el proceso del escrutinio. Los escrutinios, constituyen la fase final del proceso electoral, 

con el cual se concluye un complejo conjunto de actividades interrelacionadas, tanto de 

carácter institucionales-formales, como técnico administrativas. Estas actividades se llevan 

a cabo, con base a diversas normas legales, que tienen como finalidad primordial, 

determinar el sentido en que se ha manifestado la voluntad del electorado, trasmitido a 

través del derecho al sufragio. 

 

La experiencia política ha llegado a demostrar, que el proceso escrutador bien puede 

producir resultados que poco tienen que ver con los votos depositados en las urnas, a tal 

grado que, no sin razón, se ha llegado a opinar que: “la oposición puede ganar las 
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elecciones, pero los escrutinios los gana el Gobierno” o dicho en otras palabras “quien 

escruta elige” (Lehr 1981, p.189). 

 

Es menester, describir en el presente proyecto investigativo, la función que cumple 

el juez en el ejercicio del derecho electoral, así se ha clasificado: 

 

6.4.2 Función Jurídica 

La nueva Constitución Política ha querido crear un nuevo juez constitucional, este, 

sin lugar a dudas, ya no tiene que buscar puntos de reflexión ideológica, filosófica y 

sociológica por fuera de la Constitución. 

 

En el campo de la orientación filosófica, ideológica de la Constitución, se concreta 

en el humanismo comunitario de gran profundidad, de tal suerte, que el juez no puede 

apartarse de esta convicción, cuando a partir de sus conocimientos debe emplear parte de 

su tiempo para cumplir la función de escrutador en los comicios electorales, de allí surge 

el interrogante del que, como, y cuando, involucra los principios rectores en la función 

electoral, es necesaria agregarle a ello el sentido humano y comunitario, porque además de 

impartir justicia en sus fallos, también debe ser justo para decidir de manera insondable las 

posiciones que deba asumir en su rol escrutador, más aun, cuando el esquema trazado para 

un juez de la república, es administrar adecuadamente la justicia, propendiendo por 

garantizar justicia social, y lograr la paz, que se desprende precisamente, en los espacios 

democráticos que definen la organización política de un país. 
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6.4.3 Función de Apoyo Logístico 

 

El juez como garante del derecho electoral, debe contar con los mecanismos 

suficientes que le permitan discernir y utilizar adecuadamente los medios que dirimen la 

elección de candidatos, así pues, no basta con colocar su rúbrica en las actas respectivas, 

sino también verificar a conciencia q la información contenida en las mismas sean producto 

de un trabajo trasparente y coherente con el sentido del sufragio, y lo dispuesto por el 

cuerpo electoral, ello garantiza que siendo esta la última etapa del proceso electoral, pasa 

a ser el inicio de la organización del estado del cual el juez forma parte, y permite dar la 

razón a aquellos electores que manifestaron mediante el sufragio, el reconocimiento de su 

opinión y no el resultado que a discreción del proceso del escrutinio disponga, faltando a 

la trasparencia, la seguridad jurídica y la equidad. 

 

El conjunto de principios y valores que imparte el juez en el escrutinio, contribuye a 

la justicia social, que a la vez, garantiza la prevalencia del interés general, la convivencia 

pacífica y la paz social, esto es, que protege a la sociedad, sus derechos a la paz, 

tranquilidad, armonía, seguridad y convivencia. 

 

6.4.4 Función Política 

 

El proceso judicial,  posee un juez director, sin embargo es un asistente político 

también, porque está aportando con su propia humanidad y conocimiento los elementos de 

control, vigilancia y operatividad en la etapa final de todo el conjunto del proceso electoral, 
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en estas circunstancias se juega un principio fundamental denominado la verdad material, 

que evidencia de manera personal los cambios, o modificaciones a las cuales se puede ver 

sometido el sufragio, que se manifiesta a través del voto que se ejerce a través de un tarjetón 

o papeleta, al ser introducida en las urnas, y a las cuales, se les debe resultados trasparentes, 

que debe predicar el derecho electoral. El juez debe abstenerse sin duda alguna, condicionar 

su papel de escrutador, a tendencias políticas, religiosas, o económicas que le permitan ser 

imparcial en su función de escrutador. 

6.4.5 Función Social 

 

El Juez escrutador, debe ser consciente que esta función deberá desempeñarla con un 

alto grado de responsabilidad,  ser conocedor, y consiente de la intensa realidad del mundo 

que lo rodea, y en especial del evento electoral tan trascendente para su país, su comunidad, 

su familia, de las cuales hace parte, su formación moral debe exigirle actitudes que le 

permitan auto exigirse, con fundamento a un rol, no solo de servidor público, sino de 

ciudadano, colocando en su función para el momento, su capacidad de discernimiento, su 

preparación y formación, para no limitar su función al diligenciamiento de formatos, y 

firma unas actas. 

 

6.5 Marco Jurídico5 

 

                                                           
5 http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas 
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Código Electoral – Decreto 2241 de 1986. Por el cual se adopta el Código Electoral. EL 

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, en uso de las facultades 

extraordinarias que le confiere la Ley 96 de 1985, previo dictamen del Consejo de Estado 

 

Ley 128 de 1994  derogada por la Ley 1625 de 2013 y se expide el régimen para las 

Áreas Metropolitanas. 

Ley 130 de 1994 “Por la cual se dicta el estatuto básico de los partidos y movimientos 

políticos, se dictan normas sobre su financiación y la de las campañas electorales y se dictan 

otras disposiciones”. 

Ley 131 de 1994 “Por la cual se reglamenta el voto programático y se dictan otras 

disposiciones”. 

 

Ley 134 de 1994 “Por la cual se dictan normas sobre mecanismos de participación 

ciudadana”. 

 

Ley 136 de 1994  Reglamentada parcialmente por el Decreto Nacional 863 de 2009 “Por 

la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de 

los municipios”. 

 

Ley 163 de 1994 “Por la cual se expiden algunas disposiciones en materia electoral”. 

 

Ley 741 de 2002 “Por la cual se reforman las Leyes 131 y 134 de 1994, Reglamentarias 

del voto programático”. 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/normas/Norma1.jsp?i=14506#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=35606#0
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Ley 974 de 2005 “por la cual se reglamenta la actuación en bancadas de los miembros de 

las corporaciones públicas y se adecua el Reglamento del Congreso al Régimen de 

Bancadas”. 

 

Ley 996 de 2005 Reglamentada por el Decreto Nacional 734 de 2012. “Por medio de la 

cual se reglamenta la elección de Presidente de la República, de conformidad con el artículo 

152 literal f) de la Constitución Política de Colombia, y de acuerdo con lo establecido en 

el Acto Legislativo 02 de 2004, y se dictan otras disposiciones”. 

Ley 1437 de 2011. REFORMA AL CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE 

LA LEY 1437 DE 2011. Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo. 

El Nuevo código, dividido en dos partes: El procedimiento administrativo 

El procedimiento de lo contencioso administrativo 

 

Deroga el Decreto 1 de 1984 y las demás normas posteriores a 1984 que regulaban 

el proceso contencioso. (Art. 309)  

 

Vigencia: Julio 2 de 2012. Para los procedimientos y las actuaciones 

administrativas iniciadas antes del 2 de julio de 2012, se continuaran aplicando las 

normas del CCA anterior, hasta la culminación del mismo.  

 

Parte Primera  

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=46940#0
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Art. 1. y su Finalidad 

 

Es el interés general y su protección siguen siendo uno de los pilare esenciales del 

Estado social de derecho. Por eso el derecho administrativo y el proceso contencioso siguen 

infundidos por tal principio según disponen los artículos 1 y 209 de la CN y 1 de la ley 

1437.  

 

Conciliación del  mandato con la Protección especial de los Derechos del Individuo 

 Es justicia Material  

 Es limitación y control al poder mismo  

 Es garantía al ciudadano  

 

Aplicación (Art. 2):  

 

Es la norma general. Rige de no existir un procedimiento especial. Se aplica a las 

autoridades, entendiendo por tales a:  

 Todos los organismos y entidades que conforman las ramas del poder público;  

Órganos autónomos e independientes y a los particulares que desarrollen función 

administrativa  

 

Principios: (Art. 3)  

 

 Esto prácticamente son los mismos del 209 de la CN. 2  
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 Igualdad y buena fe: Precedente  

 Moralidad como sinónimo de rectitud, lealtad y honestidad.  

 

Deberes: (art. 7)  

 

 Tramitar las peticiones que lleguen vía fax o por medio electrónico.  

 

Prohibiciones: (art. 9)  

 Negarse a recibir peticiones, escritos etc. Puede requerirse que la petición se 

complete o complemente. Si no se hace lo exigido, se entiende que se desiste. 

(Art. 17), desistimiento que debe ser decretado mediante acto motivado.  

 

 Exigir documentos que existen en la entidad  

 

 Exigir lo que las normas no autorizan  

 

Aplicación Uniforme De Las Normas Y La Jurisprudencia. Art. 10 (C-634/11) Y 

Extensión De La Jurisprudencia. Art. 102 (Exequibilidad Condicionada C-816/111)  

 

DERECHO DE PETICIÓN Y LA SENTENCIA C-818 DE 2011: Efectos suspensivos 

hasta el 2014.  
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En este caso toda petición implica ejercer el derecho fundamental. Puede ser verbal, escrita 

o por otro medio y se resuelve dentro de los 15 días siguientes, salvo norma especial. Puede 

exigirse que sea escrita o pueden implementarse formularios.  

 

Términos:  

 

 10 días para entrega de documentos. El silencio es positivo.  

 30 días para resolver consultas. Las consultas que absuelvan las entidades 

estatales no son obligatorias (Art. 28)  

 10 días para resolver peticiones entre las distintas autoridades (art. 30)  

 

Contenido: Art. 16  

 

Peticiones Prioritarias. Art. 20  

 

En temas de reconocimiento de derechos fundamentales y para evitar un perjuicio 

irremediable.  

 

Remisión de Funcionario Incompetente Al Competente (Art. 21)  

 

Art. 39: Conflicto de competencia administrativa: Lo resuelve la sala de consulta y 

servicio civil del CE si el conflicto es entre entidades del orden nacional o cuando haya 

una entidad de este orden.  
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Entidades territoriales: el tribunal administrativo. 

 

Información Reservada y Recurso de Insistencia (Art. 24-25).  

 

 El Rechazo de la petición debe ser motivada.  

 Reservados: Hoja de vida, historia laboral, historia clínica.  

 Decisión del juez administrativo o del Tribunal en única instancia: niega o acepta 

la petición.  

Petición Ante Personas Naturales Y Jurídicas Privadas. Art. 32 El Procedimiento 

Administrativo:  

 

 Se adelanta por escrito, verbalmente o por medio electrónico.  

 

 La oralidad dependerá de la decisión de la entidad estatal.  

 

Intervención de Terceros. Art. 37  

 

El tercero afectado por la decisión, la autoridad le comunicará de la actuación 

respectiva.  

 

Motivación de la Decisión: Art. 42  
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La consulta previa y nulidad de la decisión. Art. 46  

 

Procedimiento administrativo sancionatorio. Art. 47  

 

 Los no regulados por otro procedimiento y los no regulados por el código 

disciplinario único: obvio.  

 Pruebas y decisión  

 Caducidad: La facultad para imponer la sanción caduca en 3 años. La sanción 

impuesta prescribe en 5 años.  

Silencio Administrativo Positivo:  

 

En cuanto a los actos que  resuelven los recursos frente al acto sancionatorio no se 

profiere (n) en el término de 1 año a partir de su interposición, opera el silencio positivo y 

el funcionario pierde competencia para pronunciarse.  

 

De los Medios Electrónicos: Art. 53, 56  

 

Registro, documentos, notificaciones: si el administrado lo acepta.  

 

NOTIFICACIONES  

 

El acto general: Se publica.  
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El acto particular:  

 

 Notificación personal. Art. 67. Regla general  

 Por Aviso que se remite a la dirección del particular o a su correo electrónico.  

 Si se desconoce su dirección, se notifica a través de la publicación del acto en la 

página web de la entidad y además en un lugar de acceso al público, durante 5 

días.  

 

Notificación De Actos Registrales. Art. 70: 

 Los actos de inscripción se entienden notificados al día siguiente de la respectiva 

anotación.  

Si la inscripción la solicita un tercero, al titular del derecho se le debe comunicar la 

inscripción dentro de los 5 días siguientes a la anotación, por cualquier medio idóneo.  

 

AUTORIZACIÓN PARA NOTIFICARSE y derogatoria de la ley 1564/12.  

No requiere presentación personal.  

 

Publicidad y notificación a terceros. Art. 73  

 

 Si el acto particular afecta de manera directa e inmediata a terceros y se desconozca 

su domicilio, hay que publicar la parte resolutiva en la página web y en medio 

masiva de comunicación.  

 Si se conoce la dirección: notificación personal.  
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Recursos. Art. 74  

 

 10 días para interponerlos.  

 No requiere presentación personal, si quien lo presenta ya ha sido reconocido en 

la actuación.  

 Pueden presentarse por medios electrónicos.  

 Agente oficioso: debe ser abogado. Caución para garantizar la ratificación dentro 

de los 2 meses siguientes.  

Silencio negativo: Art. 83 y 86  

 

 3 meses para las peticiones.  

 2 meses para los recursos.  

 ¿Pierde competencia la administración? No. Salvo que se haya notificado el auto 

admisorio de la demanda.  

 

Excepción de pérdida de ejecutoriedad. Art. 92 

  

Esta es una decisión de la oposición a que se ejecute un acto que perdió su fuerza 

ejecutoria (Art. 91). Acción contenciosa contra el acto que resuelva la excepción de pérdida 

de fuerza ejecutoria.  

 

Revocatoria Directa Del Acto. Art. 93  
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 Oportunidad: 2 meses después de solicitada. Hasta que se notifique el auto 

admisorio de la demanda.  

 No procede si se interpusieron los recursos o si caducó el medio de control, cando 

lo solicite la parte con fundamento en la vulneración manifiesta de la CN o la ley.  

 En desarrollo del proceso y hasta antes de la sentencia, la autoridad puede hacer 

oferta de revocatoria (previa autorización del comité de conciliación) y si se acepta 

se da por terminado el proceso.  

 

Solicitud de revocatoria y termino de caducidad de la acción. 

 

Art. 96  

 

Revocatoria De Actos Particulares. Art. 97  

 

Solamente procede cuando existe consentimiento previo, expreso y escrito del titular.  

 

Si se obtiene por medios ilegales o fraudulentos, de todas maneras hay que 

demandarlo sin necesidad de agotar el requisito de procedibilidad de conciliación 

extraproceso. 
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7. METODOLOGIA DE INVESTIGACION 

 

Como quiera que la principal fuente de información de este  trabajo estará representada por 

la jurisdicción Contenciosa Administrativa en el proceso electoral, y estudios realizados por 

estudiantes de derecho o figuras públicas de la política y otras instituciones de reconocimiento 

nacional e internacional, el método  seleccionado es el analítico deductivo, también denominado 

análisis de contenido, ya que será definitivo para el estudio y análisis del material bibliográfico 

consultado.  

 

7.1 Tipo De Investigación: Exploratoria. 

  

El tipo de investigación que se pretende realizar es exploratoria, teniendo en cuanta que se 

analizaran los pronunciamientos dados por la Corte Constitucional y los doctrinantes, sobre los 

procesos electorales. 

 

7.2 Enfoque. Histórico Hermenéutico.  

 

El enfoque de la presente investigación es histórico hermenéutico, pues se hará el recuento 

de las sentencias proferidas por la Corte Constitucional e interpretar lo condensado en ellas sobre 

la jurisdicción  Contenciosa Administrativa  en el proceso electoral, es decir, se ha de partir de lo 

ya dicho en la jurisprudencia mencionada para elaborar y determinar los supuestos jurídicos de la 

aplicación de este tipo de justicia.  

 

7.3 Método De Investigación: Análisis y Síntesis.  
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Se van a analizar los diferentes pronunciamientos judiciales de la Corte Constitucional, 

para determinar los beneficios de esta justicia y su implementación a nivel nacional 

 

7.4 Fuentes, Técnicas E Instrumentos De Recolección De La Investigación 

 

7.4.1 Fuentes secundarias 

 

Teniendo en cuenta la relevancia manifiesta que en el presente trabajo tiene la jurisprudencia 

de la Corte Constitucional, se han de tomar como fuentes las sentencias proferidas por este órgano.  
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8 CAPITULO I: PROCESO ELECTORAL 

 

El Articulo 21 “Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano y 

Articulo 40 de la Constitución Política”.  Representan una manera de tomar parte en las 

decisiones sobre la gobernabilidad del país y representa una de las modalidades de la 

garantía ciudadana de carácter fundamental al elegir. 

 

Como bien se conoce el acto que declara una elección, es el derecho  de intervenir en 

el control de una manifestación democrática, el cual por ende implica  un requisito  para la 

preservación de la institucionalidad en el estado social del  derecho, razón por la cual se 

hace hincapié en el examen de constitucionalidad y de legalidad del acto prestante a una 

función pública, proferido por la legitimidad de la elección o el nombramiento. 

 

Que se examina en el proceso electoral? 

 

 Que el pronunciamiento de la administración cumpla con los requisitos  

constitucionales y legales para que quien  resulte elegido  o nombrado pueda 

desempeñar válidamente la función pública a su cargo, Vgr. Edad, experiencia, 

preparación de elegibilidad e idoneidad. 

 Que no esté incurso en causales de inhabilidad 

 Que haya obtenido los votos requeridos o se haya  acatado los procedimientos 

para efectuar una designación. 
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 Que las operaciones electorales sean legalmente efectuadas y que ningún 

hecho exterior dañe  el proceso Vgr., fraude o violencia. 

 

Así también, se debe tener claro que el Artículo 237 numeral 7 de la Carta le atribuye 

su conocimiento y decisión al Consejo de Estado, y a la Jurisdicción de lo contencioso 

administrativo según con las reglas de competencia señaladas por la Ley. 

 

Adicionalmente, el Articulo 264 parágrafo 2 de la Constitución Política, determina 

que la jurisdicción contencioso administrativa debe decidir el proceso de nulidad electoral  

en un año cuando su conocimiento concierna a primera estancia y de seis meses cuando su 

trámite corresponda a una única instancia. 

 

También, la  Dra. Buitrago Valencia,  enfatiza el Articulo 237  de la Carta Política, 

la cual establece en una de sus parágrafos que: 

“Un requisito de procedibilidad para ejercer el contencioso electoral cuando se dirija contra 

elecciones por voto popular y la inconsistencia o irregularidad que se predica concierne a algún 

vicio en la votación o en el escrutinio, constitutivo de presunta nulidad (las denominadas 

causales objetivas). Esta exigencia es presupuesto procesal de la acción y su consagración 

estuvo inspirada en propender porque en sede administrativa, con la intermediación directa de 

la prueba y con los recursos logísticos y humanos de que dispone la organización electoral y la 

autoridad administrativa de esta misma índole, se logre la libertad y la pureza del sufragio y se 

asegure la legitimidad de la declaratoria de la elección.” (Buitrago Valencia,  p. 444) 

 

La Dra. Buitrago, también hace hincapié en el Artículo 223 y ss del antiguo C.C.A., 

Decreto 01 de 1984, en el cual ya había un proceso especial, con trámite y reglas propias, 

diferentes a las señaladas para las demás clases de procesos que se rigen por el 

procedimiento ordinario. Así también, señalo  que en el nuevo Código de Procedimiento 

Administrativo  y de lo Contencioso se buscó preservar  que el contencioso electoral 



A n á l i s i s  d e l  p a p e l  d e  l a  J u r i s d i c c i ó n  d e  l o  C o n t e n c i o s o  | 43 

continuara  regido por una regulación especial y propia, motivo por el cual la Ley 1437 de 

2011, el contencioso electoral se reglamenta en los Artículos 275 a 296. De la cual explica 

lo siguiente:  

“La razón de que el proceso de nulidad electoral requiera trámite especial y reglas propias 

obedece a la naturaleza autónoma del acto de elección, el cual no se caracteriza por contener la 

expresión de la voluntad de la Administración, sino, ser un pronunciamiento de la autoridad 

administrativa competente que declara el resultado de la voluntad de los electores, expresado 

en las urnas.  

Se trata de un acto que tiene una vigencia temporal pues la elección está sometida a un período. 

Asimismo la acción de nulidad electoral no es como se dice una especie del género –nulidad 

simple-, pues tiene identidades propias como que la clase de acto que se examina no es de 

carácter general, como de común es el que se juzga en la nulidad simple, sino que aquí se está 

ante un acto de índole particular. Además, el ejercicio de la acción está sujeto a término de 

caducidad, no es intemporal como ocurre en la acción de simple nulidad.” (Buitrago, pp.444-

445) 

 

 

a. Control  Jurisdiccional 

 

La acción contenciosa electoral, es la modalidad de la acción contenciosa de nulidad 

propiamente dicha, y  tiene como objeto el control jurisdiccional de la constitucionalidad 

y legalidad de las elecciones populares públicas como son (Presidente y Vicepresidente de 

la Republica, Gobernadores, Alcaldes, Senadores, Representantes a la Cámara, Diputados 

a las asambleas, concejales y ediles municipales) y de las elecciones o nombramientos 

hechos por el presidente de la Republica, el Congreso de la Republica, las Cámaras 

legislativas, la Corte Suprema de Justicia, La Corte Constitucional, el Consejo Superior de 

la  Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación, la 

Contraloría General de la Republica, el Consejo de Estado, los tribunales administrativos, 

el Gobierno Nacional, o cualquier autoridad, funcionario, corporación o entidad 

descentralizada  del orden nacional cuando la elección o nombramiento que se demanda  

es realizada por el Consejo de Estado, de la acción electoral  conoce la  Corte Suprema de 
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Justicia en Sala Plena-, por el triple aspecto de la correcta aplicación o cumplimiento de 

las Leyes electorales (incluidas las normas sobre  inhabilidades e incompatibilidades de los 

elegidos) y del lleno de las calidades constitucionales y legales que debe reunir  cada uno 

de los candidatos  para el desempeño de la función pública administrativa, legislativa y 

jurisprudencial , y cuando se den las causales del artículo 223 del C.C.A. (González 

Rodríguez, 2007, pp. 473-474) 

 

Por otro lado, la Jurisprudencia y la doctrina han sostenido que:  

“no es esta sino la nulidad  y restablecimiento del derecho consagrado en el Art. 85 del C.C.A.: 

v.gr., la elección o nombramiento de un contralor o de un personero que viene a reemplazar al 

que está en ejercicio del cargo, pero al cual no se le ha vencido el periodo.” (p. 474) 

 

Ahora bien,  según el numeral 12 del Artículo 136 del C.C.A. “el Contencioso 

Electoral, como acción de nulidad que es, aun sujeta a un término  de caducidad de veinte 

días hábiles que se cuentan a partir del siguiente  a aquel en que se notifique  el acto por 

medio  del cual se declara  la elección, o se confirma ella, o se expida el nombramiento, 

puede ser promovido por cualquier persona, natural o jurídica.” (p.475) 
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CAPITULO II: PRINCIPALES INNOVACIONES DEL CONTENCIOSO 

ELECTORAL DE LA LEY 1437 DE 20116 

 

Las siguientes son las innovaciones del Contenciosos Electoral  de la Ley 1437 de 

2011 que más se destacan: 

 

 Precisa que es el juicio pertinente no solo para controvertir actos de elección, sino 

también actos de nombramiento, y los denominados actos “de llamamiento” (estos 

últimos corresponde al llamado a ocupar una vacante en que la mesa directiva de 

una Corporación pública hace al candidato no elegido que aparezca en la 

correspondiente lista del partido o movimiento político, y que siga en orden 

descendente).  

 

  Especifica que los actos de elección y de nombramiento son nulos no solo en los 

eventos especiales que consagra el artículo 275 “causales de nulidad” propios de 

esta clase de actos, sino también por las causales generales de anulación de todos 

los actos administrativos.  

 

 La causal “violencia” antes circunscrita a los escrutadores y a la generada por 

destrucción o mezcla de papeletas de votación (hoy tarjetones), actualmente se 

extiende a cuando la presión indebida se ejerce respecto del nominador, de los 

electores, o contra las autoridades electorales. Igualmente, se amplía a cuando por 

                                                           
6 Buitrago Valencia, Susana. (2013). Artículo: Proceso Electoral. Publicado en Instituciones del Derecho 
Administrativo en el Nuevo Código Una Mirada a la luz de la Ley 1437 de 2011. Pp. 441-450 
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esta situación, que por la fuerza se presente respecto de los sistemas de votación, 

información, transmisión o consolidación de los resultados, y la destrucción del 

material electoral.  

 

 Así mismo, representa novedad dentro de los motivos de nulidad que se pueden 

plantear contra el acto de elección, incurrir el candidato en doble militancia política 

al momento de la elección, y no residir los electores en el municipio o en el 

departamento por cuya circunscripción se ha producido la elección 

correspondiente. 

 

 

Buitrago Valencia (2013) añade que el acto admisorio de la demanda no solo debe 

notificarse a l elegido o nombrado tradicionalmente  considerado el demandado en estos 

procesos, sino que también hay que notificarlo a la autoridad que produjo el acto puesto 

que le asiste el derecho a defender la legalidad del mismo. 

 

Es por lo anterior, que con el proposito de cumplir con el principio de  celeridad en la 

definición del proceso en el que se esté inmerso  la exigencia de los términos 

constitucionales señalando por el efecto, la nueva normatividad que impone que se 

ejerciten  por separado las demandas que contra un mismo acto de elección o de 

nombramiento de cargos de nulidad  de naturaleza subjetiva ósea que atañen a aspectos 

sobre  las condiciones de elegibilidad y los motivos de inhabilidades,  y las objetivas  

correspondientes a presuntas irregularidades en el proceso de votación o de escrutinio en 

el trámite previo a la expedición del acto. 
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Ahora bien la nulidad del acto según el nuevo código, tiene un periodo de caducidad 

de 30 días con el fin de privilegiar al acceso a la justicia de los interesados en ejercitar esta 

clase de  medio de control. 

 

Por otro lado  el nuevo código también implemento elementos de oralidad, debido a 

que su adelantamiento y du definición en audiencias públicas; la inicial, de saneamiento, 

de fijación de litigio, de solicitud de pruebas y de medidas cautelares, la segunda de practica 

de pruebas y la tercera de alegaciones y juzgamiento. Cabe aclarar que si el proceso versare 

sobre un pinto de mero derecho, la sentencia puede proferirse en la primera audiencia. 

 

 Asi también la Dra. Buitrago Valencia (2013) señalo que: 

“El principio de eficacia del voto consagrado en el Código Electoral, en su art. 1, inciso 3, 

según el cual: “ Cuando una disposición electoral admita varias interpretaciones, se 

preferirá aquella que dé validez al voto que represente expresión libre de la voluntad del 

elector”, se consagró como norma positiva en el proceso especial de nulidad electoral, al 

señalarse que cuando se trate de resolver una controversia de esta índole, se privilegiará la 

voluntad mayoritaria del elector, libre y espontánea, expresada en las urnas.  

El perfeccionamiento técnico - jurídico que al contencioso electoral le imprimió el nuevo 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, para que se 

traduzca en una herramienta que contribuya eficazmente a conseguir la certeza de que el 

acceso a la función pública por conducto del acto de elección o de nombramiento se llevó a 

cabo con respeto y apego a las exigencias legales, formales y materiales, debe ir de la mano 

con una modificación seria y profunda del régimen de inhabilidades que otorgue certeza a 

los candidatos sobre su 447 postulación, aunado a un sistema electoral que no sea permeable 

a ninguna modalidad de fraude.  

Que en Colombia sea la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, con el Consejo de 

Estado a la cabeza, el organismo al que corresponde el control de constitucionalidad y de 

legalidad de los actos administrativos que dan acceso al ejercicio de la función pública (a 
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través del acto de elección y de nombramiento), es garantía de objetividad, de independencia 

y de imparcialidad para la preservación de la democracia.” (pp. 446-447). 
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CAPITULO III: EFECTIVIDAD Y EFICIENCIA EN LA JUSTICIA ELECTORAL 

 

Actualmente, la Justicia Contenciosa Administrativa tiene a su cargo  todo lo 

concerniente al derecho electoral, además todo tipo de proceso contencioso administrativo, 

que adicional a esto, se suman las tutelas, habeas corpus; en fin, el cumulo de trabajo 

contenido para un Juez Administrativo,  no le permite desempeñar  un rol como Juez 

Electoral. 

 

Siendo  el derecho electoral un proceso especial, requiere  así mismo de jueces 

especializados   en la materia,  encargados de realizar la  verificación  contundente del 

medio probatorio  que se aporta  en un proceso,  que  aunque   por demás puede ser 

dispendioso, debe permitir  el resultado de conformidad a las pruebas  debidamente 

confrontadas. 

 

Actualmente, mientras  existen tantos otros procesos que resolver en el mismo  

despacho en indistintas materias,  difícilmente el Juez, puede tomarse el tiempo suficiente  

para  demostrar con certeza absoluta   cual es la razón suficiente que justifique  una postura 

en su sentencia; en todo caso, queda la sensación  que esta haya contenido una razón 

objetiva suficiente,  para  procurar  a través de la justicia electoral,  todos los elementos de  

transparencia, equidad y eficiencia y efectividad. 

 

Estos elementos de eficiencia  y efectividad, puede  ser controvertidos con solo 

examinar  el cúmulo de trabajo contenido en los despachos, sumado a ello, la falta de 

recurso humano suficiente, y por ende con los deficientes recursos humanos y  técnicos, 
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para disponer  la verificación de pruebas, que requieren  en ocasiones que el despacho se 

traslade en la práctica de inspecciones judiciales, efectuar verificación de los  tarjetones 

electorales. 

 

En ese orden de ideas que se espera de la justicia electoral, si de manera deliberada e 

improvisada, participa en las intenciones de los electores, quienes serán los dirigentes  

políticos  que tomarán las riendas de nuestro país?; en consecuencia,  hasta cuando se le  

restará importancia   al papel que cumple el Juez en el derecho electoral?. 

 

a. La Justicia Electoral Como Sistema. 

 

La  justicia  electoral debe ser entendida  como sistema, en donde no solo concurre 

el Juez, como autoridad, sino, como elemento que forma parte   integral del derecho 

electoral,  la finalidad de la participación del Juez  en el derecho electoral, debe ser la 

protección auténtica del derecho a elegir  y ser elegidos para desempeñar un cargo público, 

mediante un conjunto de garantías a los participantes, a efecto de impedir que  pueda 

vulnerarse la voluntad  popular, contribuyendo a asegurar la constitucionalidad y/o 

legalidad, certeza, objetividad, imparcialidad, autenticidad, transparencia y, en general 

justicia de los comicios. 

 

En este orden de ideas,  siendo el derecho electoral un  segmento de la justicia  tan 

compleja, tanto desde el punto de  vista procedimental como de resultados, exige  que por 

su especialidad haya una justicia rogada, independiente  de la jurisdicción administrativa 
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con el propio código de derecho electoral y jueces especializados en derecho electoral; de 

tal suerte, que no es suficiente el conocimiento general de derecho administrativo para 

resolver asuntos que son de transcendencia Municipal, Departamental o Nacional. 

 

La justicia electoral especializada, entendida como contenciosa electoral, es decir, 

que vincula la noción de proceso, de los litigios sometidos ante un órgano, tercero imparcial 

cobra principal relevancia, si se toma conciencia de las implicaciones que tiene que llevar 

con suma responsabilidad y diligencia este procedimiento. 
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CAPITULO IV: EL JUEZ DE LA REPUBLICA, FUNCION Y COMPETENCIA 

EN EL DERECHO ELECTORAL 

 

 

En el Código Contenciosos Administrativo en la Parte II del Libro Cuarto Título 

XXVI Los procesos especiales denominados Procesos Electorales. 

 

Se contemplan en los art. 223 del Código Contenciosos Administrativo7, modificado 

por la Ley 62 de 1988, Las Causales de Nulidad, art. 17. Las actas de escrutinio de los 

jurados de votación y de toda corporación electoral, son nulas en los siguientes casos: 

 

1.- Cuando se haya ejercido violencia contra los escrutadores o se haya excluido o 

mezclado con otras las papeletas de votación, o estas se hayan destruido por causa de 

violencia. 

 

2.- Cuando aparezca que el registro es falso o apócrifo, o falsos o apócrifos los 

elementos que hayan servido para su formación. 

 

3.- Cuando aparezca que las actas han sufrido alteraciones sustanciales en lo escrito, 

después de firmadas por los miembros de las corporaciones que las expidan. 

 

                                                           
7 Código Contencioso Administrativo Colombiano – Ley 62 de 1988. 
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4.- Cuando los votos emitidos en la respectiva elección se computen por violencia 

del sistema del cociente lectoral adoptado en la Constitución política y las leyes de la 

Republica. 

 

5.- Cuando se computen votos a favor de candidatos que no reúnen las cualidades 

constitucionales y legales para ser electos. 

 

6.- Cuando los jurados de votación o los miembros de las comisiones escrutadores 

sean cónyuges o parientes de los candidatos de elección popular en segundo grado de 

consanguinidad o afinidad o en el primero civil, en este evento no se anulara el acta de 

escrutinio, sino los votos del candidato o los candidatos en cuya elección o escrutinio se 

haya violados esta disposición. 

 

La acción electoral, es una acción especial que tiene por objeto impugnar un acto 

administrativo, tanto de elección como de nombramiento. En uno y en otro caso persigue 

el legislador que el funcionario a quien se le otorga su investidura a través de uno u otro 

mecanismo reúna los requisitos que la Constitución Política y las leyes establecen para 

acceder a los cargos y que no se encuentren dentro de las causales de ilegibilidad e 

incompatibilidad.     
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9. CONCLUSIONES 

 

Dentro del estudio del presente trabajo, relacionado con el derecho electoral, 

específicamente sobre la actividad y función del Juez en la etapa del escrutinio en el 

proceso electoral, que en todo tiempo a enmarcado enorme interés, pero sin embargo, se le 

ha restado la verdadera importancia, por la forma en la que se ha venido desarrollando 

como “un hecho cumplido”, sin detenerse las autoridades electorales en realizar un trabajo 

consiente que permita tratar de identificar las falencias, dificultades, y posibles soluciones, 

tendientes a ofrecer mayor seguridad, confianza y credibilidad en el ejercicio, no solo del 

operador jurídico, sino también la misma seguridad, eficiencia y eficacia, en la labor que 

cumple estas autoridades reflejadas en una oportuna y correcta información de resultados 

electorales, a  una comunidad ansiosa en conocerlos, como principal protagonista en la 

práctica de este mecanismo de participación democrático. 

 

Nuestro interés, es tratar de incursionar dentro del proceso electoral especialmente 

en esta trascendente función del trabajo de escrutador, ejercido por parte de unas personas 

que lo asumen con absoluta responsabilidad, pero muchas otras, en su gran mayoría, 

simplemente por interpretar su investidura con la que en su oportunidad ostentan, para los 

que no la asumen, incumpliendo con la verdadera responsabilidad, limitando solamente la 

formalidad de patentar o acreditar, en oportunidades, un cuestionado o polémico conteo de 

votos. 

 



A n á l i s i s  d e l  p a p e l  d e  l a  J u r i s d i c c i ó n  d e  l o  C o n t e n c i o s o  | 55 

En tales circunstancias, pretendemos generar inquietudes para el futuro 

perfeccionamiento del relevante papel que cumple el Juez Constitucional, en frecuentes 

procesos que confrontan pensamientos, e ideas políticas representadas en personas que se 

involucran en públicos debates, unos tendiendo en pretender  superar intereses de una 

comunidad,  otras, con ambiciones personales, siempre con la firme pretensión de asumir 

esa representación en los diferentes espacios de la vida pública.     

         

La descripción pormenorizada y detallada del presente análisis, nos permite 

identificar las razones de hecho y derecho, con el propósito de cuestionar el ejercicio de 

esta actividad escrutadora, tratando de sensibilizar el compromiso y empeño no solo de las 

autoridades electorales, sino también, de las autoridades contenciosas para que al interior 

de la misma jurisdicción, abrir un espacio, o separar de esa contaminada labor del 

funcionario judicial, este aspecto que involucra en  buena forma la labor judicial y 

jurisdiccional.      

             

Frente a los resultados de las encuestas, pareciera ilógico que a pesar de ser voz populi 

el sinnúmero de vicios de corrupción lectoral que opacan el verdadero sentido de la 

actividad electoral esta no se compadece con el número de demandas electorales que 

realmente se presentan ante la jurisdicción administrativa, no cabe duda que lo que existe 

es una verdadera impunidad en el derecho electoral, es importante reflexionar cual es la 

metodología y técnica jurídica que le impide a las personas acceder a la justicia electoral 

para debatir y discernir a quien realmente le corresponde ser nombrado electo para un cargo 

de elección popular. 
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Concurriría entonces nuestra teoría, es decir la de ampliar la atención especializada 

siempre y cuando hallan muchas demandas por resolver pero esto tendría lugar si para 

acceder a la justicia la población colombiana entendiera y se facilitara el acceso a la justicia 

electoral con un código de procedimiento electoral, como un manual de funciones. 

 

Colorario de lo anterior, no podrá pasarse desapercibido, el por qué cada cuatro años 

después de haber elecciones donde se eligen un sinnúmero de dirigentes para las distintas 

corporaciones, solo se tramitan pocos procesos en su solo despacho, en muchas 

oportunidades por desconocimiento de las acciones electorales, así como de las técnicas 

para impetrarlas, por la realidad que para las épocas electoreras se predica, cantidades 

aparentemente insignificantes que daría lugar a pensar que estamos en curso de una 

democracia legitima trasparente y legal. 

 

Así mismo el Juez pareciera no tener trascendencia para lo que la propuesta nos 

ocupa, pero todo lo contrario, así como tan débil se presenta el acceso a la justicia, mas por 

una dificultad de accederá la misma que por el verdadero derecho de acceder a ella, también 

se observa la ausencia de capacitación que de una u otra forma opaca la trascendencia del 

juez en el derecho electoral. 
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